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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


             EXPED. T-2a. 66001-31-03-005-2014-00248-01
____________________________________________________________________________________________

TRANSPORTE LOCAL DE PACIENTE/ Requisitos/ Procedencia cuando se obstaculiza el tratamiento médico/ Persona en situación de discapacidad/ Incapacidad económica de sus representantes  
“Su progenitora aduce imposibilidad económica para asumir el gasto de traslado en servicio de taxi, que resulta ser el adecuado para su hija, es beneficiaria del régimen subsidiado, así da cuenta su carnet de afiliación al sistema de salud (…) no percibe ingresos fijos ya que debido al cuidado de su hija, no puede ocuparse laboralmente y en ocasiones trabaja en la limpieza de viviendas, lo que permite presumir que ni ella, ni su grupo familiar cercano, cuentan con los recursos suficientes para sufragar los costos que implica el traslado a la gran cantidad de terapias y demás atenciones médicas necesarias ordenadas por los médicos tratantes, desde su sitio de residencia en esta ciudad y hasta las instituciones a donde debe acudir, sin que la EPS aportara prueba alguna, entorno a controvertir la insuficiente capacidad económica de la actora. 

Si bien es cierto que los artículos 124 y 125 de la Resolución 5521 de 2013, reconocen circunstancias específicas en las cuales las EPS están obligadas a prestar el servicio de transporte de pacientes desde su residencia hasta la IPS que presta el servicio de salud, no puede desconocerse que en situaciones puntuales como la que aquí se abordó, la carencia del transporte adecuado se constituye como obstáculo para el normal desarrollo del tratamiento integral de SAHAMANTA ESTELLA MORALES, quien no solo debe sobrellevar su enfermedad, sino las inclemencias que le implican acudir a sus terapias, dadas sus múltiples limitaciones (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-197 de 2003, T-760 de 2008 T-076 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia

Magistrado Ponente:
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, veintiocho (28) de enero de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 31 de 28-01-2016
Referencia: Expediente 66001-31-03-002-2015-01125-01
I. Asunto

Decide la Sala la impugnación formulada por LUZ STELLA DAGUA MOLINA en representación de su hija SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, contra la sentencia del 24 de noviembre de 2015, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad.
II. Antecedentes

1. LUZ STELLA DAGUA MOLINA, quien agencia oficiosamente los derechos de su hija SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, promovió el amparo constitucional, por considerar que la EPS-S ASMET SALUD y la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA vulneran los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas de su hija; para su protección, pide que se ordene a las accionadas, autorizar el servicio de transporte local en taxi, para el traslado de su agenciada a las terapias de fonoaudiología, psicología, terapia ocupacional y fisioterapia en la Fundación Canes y en Megacentro – Pinares, en esta ciudad y además, autorización de transporte nacional en caso de que así se requiera con un acompañante.
2. En sustento de sus pretensiones la agente oficiosa manifiesta que: (i) su hija tiene una discapacidad: “… Tanto física como mental y Psicológica…”; (ii) le autorizaron terapias en la Fundación Canes y en Megacentro -Pinares de esta ciudad; (iii) pide “…muy comedidamente me ayuden con el Transporte para la niña ya que se cansa un poco al caminar y en los buses no veo la paciencia, ni la seguridad Tanto para ella como para mi que soy la madre y no cuento con los recursos necesarios para estarla Transportando siempre en taxi para todo…”  (iv) es madre cabeza de hogar, hace aseo en casas por días y casi todo el tiempo tiene que permanecer atendiendo a su hija en los alimentos y cuidados físicos, porque no puede valerse por si misma; (v) vive en casa arrendada en el Barrio Málaga, Parque Industrial de Pereira, por eso el transporte en taxi le sale muy costoso y (vi) no cuenta con los recursos para proporcionarle a su hija una mejor calidad de vida.
3. Correspondió el conocimiento del asunto al Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, que por auto del 13 de noviembre de 2015 dispuso su admisión y notificación a las accionadas.

4. La SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, expone entre otros argumentos que (i) no tiene injerencia en las decisiones de la aseguradora al seleccionar el prestador del servicio de su red o externo para la atención de su afiliado y que es la responsable de eliminar cualquier barrera que obstaculice el acceso a los mismos; (ii) cita jurisprudencia de la Corte Constitucional relacionada  con el transporte y los gastos de viaje que afirma y confirma que sin ser servicios de salud si constituyen elementos indispensables para garantizar el acceso a los requeridos por los pacientes; (iii) ruega que de encontrar reunidos los presupuestos legales y jurisprudenciales de la accionante, se ordene a la EPS ASMET SALUD suministrar los recursos económicos para cubrir los gastos de viaje para que pueda acceder debidamente acompañada a los servicios de salud que le sean prestados en las diferentes ciudades a donde ha sido remitida; (iv) pide acceder a lo pretendido y ordenar a la EPS ASMET SALUD establecer la capacidad económica de la familia de la representada y de no contar con los recursos económicos para asumir los costos de traslado y eventual permanencia en los lugares diferentes a su residencia habitual, proceda a suministrárselos sin derecho a recobro alguno ante la entidad territorial y (v) le brinde atención integral a la agenciada conforme a lo prescrito por el profesional tratante.
5. ASMET SALUD, señala: (i) la representada en esta acción constitucional SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, se encuentra afiliada a esa entidad de salud; (ii) las peticiones realizadas en el escrito de tutela están excluidas del Plan Obligatorio de Salud Subsidiado; (iii) son servicios que no pueden ser financiados con recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud SGSSS; (iv) sigue instrucciones del Ministerio de la Protección Social que son de obligatorio cumplimiento por parte de las EPS; (v) no podría solicitar el recobro de servicios que se encuentren excluidos del POS; (vi) solicita su desvinculación porque no ha vulnerado derecho fundamental alguno y su actuación está bajo los parámetros legales; (vii) subsidiariamente pide que si se tutelan los derechos de la agenciada, se ordene a la Secretaría de Salud de Risaralda autorizar los servicios NO POS-S y las exclusiones requeridas por el usuario en una IPS que haga parte de su red de servicios; (viii) en caso de condenarla a las prestación de los servicios de salud excluidos del POS solicitados, demanda que se ordene el recobro ante el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL del ciento por ciento de los valores por ella asumidos.
III. El fallo Impugnado
1. La Juez de primera instancia, tuteló los derechos a la salud y la vida de SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, ordenando a la EPS asumir los costos de traslado, alimentación y estadía exclusivamente en lugares diferentes a la residencia habitual de la accionante con un acompañante para acceder a los servicios de salud que requiera la patología que padece, ordenados por el médico tratante, quien debe determinar el medio de transporte adecuado en el que se debe movilizar la paciente, viáticos que deberá solicitar en la EPS. Ordenó también el tratamiento integral de las patologías de la accionante y facultó a la EPS a presentar recobro a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda por el costo de los elementos, medicamentos, tratamientos y demás servicios necesarios y que se encuentren excluidos del POS-S.
2. La agente oficiosa impugnó el fallo en lo que tiene que ver con los transportes locales, sin argumentos adicionales.
IV. Consideraciones de la Sala
1. Es suficientemente conocido que la acción de tutela es un instrumento procesal de trámite preferente y sumario, establecido por el artículo 86 de la Carta Política de 1991, con el objeto de que las personas, por sí mismas o a través de apoderado o agente oficioso, puedan reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados de violación por la acción u omisión de cualquiera autoridad pública, o de los particulares, en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.  Mecanismo de carácter residual y subsidiario porque solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio judicial de salvaguarda, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
2. La Corte Constitucional ha reconocido el carácter fundamental que tiene el derecho a la salud, máxime tratándose de sujetos de especial protección, tales como: los niños, niñas y adolescentes, las mujeres embarazadas, las personas pertenecientes a la tercera edad y las personas en condición de discapacidad física o mental.

Respecto de la necesidad de su protección, indicó:
“(…) es frecuente que el discapacitado requiera atención médica especializada a fin de mantener o mejorar las habilidades físicas o mentales disminuidas y, en la mayoría de casos, buscar la conservación de la vida en condiciones dignas.  De esto se desprende que, en situaciones concretas, el suministro de una adecuada y pronta atención en salud del discapacitado supedita la protección de sus derechos fundamentales a la vida digna y la integridad física, por lo que el amparo constitucional a través de la acción de tutela resulta procedente, más aún si se tienen en cuenta los imperativos que desde la misma Carta Política se extraen sobre la protección reforzada a la que son acreedores los limitados físicos y mentales.”

“Así pues, la atención en salud para las personas en situación de discapacidad física o mental debe ser prioritaria, pues las condiciones de vulnerabilidad que padecen lo ameritan. Es por ello, que el servicio debe brindarse integralmente, pues no basta con que la atención sea oportuna, es necesario que se suministren medicamentos, intervenciones o exámenes tendientes a garantizar los derechos fundamentales del afectado”
.

De esa manera, ha dicho el Alto Tribunal Constitucional

“…en aquellos casos en los que científicamente no se pueda obtener la recuperación del estado de salud del paciente por el complejo cuadro clínico que presenta, se debe propender, por todos los medios, a garantizar el nivel de vida más óptimo a través de la totalidad de los elementos y tratamientos que se encuentren disponibles, pues con ocasión de sus enfermedades son fácilmente expuestos a afrontar situaciones que atentan contra su dignidad humana, los cuales aunque no persigan el completo y eficaz restablecimiento del paciente, sí resultan paliativos para sus difíciles condiciones, pues por medio de ellos se les brinda una calidad de vida con un mínimo de dignidad…”

V. Del caso concreto

1. El amparo constitucional fue invocado en aras de que se ordene a las entidades accionadas, autorizar el servicio de transporte local y por fuera de la ciudad que requiera SHAMANTA ESTELLA MORALES DAUA, en razón a su especial estado de salud, toda vez que padece de Parálisis Cerebral Espática, Síndrome Convulsivo RN Moderado, por lo que se le dificulta su traslado en servicio urbano, se cansa al caminar y su progenitora no cuenta con recursos para el transporte en taxi.
2. La operadora judicial de primera instancia, tuteló los derechos a la salud y la vida de SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, ordenando a la EPS asumir los costos de traslado, alimentación y estadía exclusivamente en lugares diferentes a la residencia habitual de la accionante con un acompañante y brindarle el tratamiento integral de sus patologías.
3. Decisión impugnada por la accionante, reclamando el transporte local.
4. Aunque inicialmente, el servicio de transporte de pacientes no se encontraba incluido dentro del Plan Obligatorio de Salud, ni en el régimen contributivo ni en el subsidiado, más adelante, en virtud de la garantía de accesibilidad económica, elemento esencial del derecho a la salud, y ante el alto impacto que implica para muchas personas la imposibilidad de cancelar sus transportes y los de su acompañante para acudir a los tratamientos y servicios en salud, el Ministerio de Salud y Protección Social reconoció e incluyó tal prestación a través de las Resoluciones 5261 de 1994 y 5521 de 2013 las cuales definieron, aclararon y actualizaron los contenidos del POS para los regímenes subsidiado y contributivo.

A la luz de lo expuesto, en sentencia T-760 de 2008 la Corte Constitucional, afirmó que, “Si bien el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (…) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en donde habita no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”.

Con ese criterio, estimó que las EPS y EPS-S deben asumir los gastos de desplazamiento de un acompañante cuando: (i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) que ni él ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado. En estos casos se encuentran, precisamente, los menores de edad y las personas en situación de discapacidad o de la tercera edad que padecen restricciones de movilidad.

5. En este tema particular, adujo la a quo,  como fundamento para negar el transporte local requerido, que la distancia a recorrer no era extensa, permitiendo que pueda realizarse en transporte masivo urbano, servicio que se encuentra expresamente excluido de lo que se interpreta como una barrera para el efectivo acceso al sistema de salud.
6. Para esta Corporación, está comprobado, que SHAMANTA ESTELLA MORALES DAGUA, desde hace 5 años presenta “RETARDO EN DESARROLLO”, con “…DISFAGIA RX13, con incoordinación entre el proceso ingesta respiración deglución, con deficiente mecanismo de protección de la vía aérea, ineficiente cierre glótico, que presenta alto riesgo de broncoaspiración y de presentar complicaciones secundarias a la misma como desnutrición, deshidratación, neumonías aspirativas y/o muerte súbita…”  “… diagnóstico de parálisis múltiple de los nervios craneales en proceso terapéutico fonoaudiológico…” “…PACIENTE CON EPILEPSIA…”, “…DELGADA POCO LENGUAJE, SE RELACIONA POCO DIFICULTAD PARA LA MARCHA RETRACCIONES MUSCULARES MÚLTIPLES, MALA PROPIOCEPCON Y EQUILIBRIO, USA PAÑAL NO CONTROLA ESFINTERES…”, “…PARALISIS CEREBRAL ESPASTICA, SINDROME CONVULSIVO, RM MODERADO…” (fls. 3 a 9 Cd. Ppal.);  a quien los médicos tratantes le han prescrito una serie de sesiones de fonoaudiología especializada, terapia fonoaudiológica para desórdenes del habla, voz, fluidez, articulación, resonancia SOD, terapia física ocupacional e hidroterapia, recomendando además uso de pañal para piscina.

7. Su progenitora aduce imposibilidad económica para asumir el gasto de traslado en servicio de taxi, que resulta ser el adecuado para su hija, es beneficiaria del régimen subsidiado, así da cuenta su carnet de afiliación al sistema de salud (fl. 10 íb.), no percibe ingresos fijos ya que debido al cuidado de su hija, no puede ocuparse laboralmente y en ocasiones trabaja en la limpieza de viviendas, lo que permite presumir que ni ella, ni su grupo familiar cercano, cuentan con los recursos suficientes para sufragar los costos que implica el traslado a la gran cantidad de terapias y demás atenciones médicas necesarias ordenadas por los médicos tratantes, desde su sitio de residencia en esta ciudad y hasta las instituciones a donde debe acudir, sin que la EPS aportara prueba alguna, entorno a controvertir la insuficiente capacidad económica de la actora. 
8. Si bien es cierto que los artículos 124 y 125 de la Resolución 5521 de 2013, reconocen circunstancias específicas en las cuales las EPS están obligadas a prestar el servicio de transporte de pacientes desde su residencia hasta la IPS que presta el servicio de salud, no puede desconocerse que en situaciones puntuales como la que aquí se abordó, la carencia del transporte adecuado se constituye como obstáculo para el normal desarrollo del tratamiento integral de SAHAMANTA ESTELLA MORALES, quien no solo debe sobrellevar su enfermedad, sino las inclemencias que le implican acudir a sus terapias, dadas sus múltiples limitaciones, situación que en casos similares ha sido reprochada por la Corte Constitucional.

9. Así entonces, considera esta Sala que, al no brindarse a SAHAMANTA ESTELLA MORALES, alternativas que eliminen el obstáculo que encuentra al no recibir por parte de su servicio de salud, el transporte especializado que requiere para asistir a las terapias prescritas por su médico tratante, se vulneran sus derechos fundamentales a la salud y la vida en condiciones dignas.
10. Por lo expuesto, y atendiendo a las situaciones particulares del caso, se modificará el fallo impugnado para ordenar a la EPS ASMET SALUD que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de esta providencia, autorice y cubra, a la agenciada SAHAMANTA ESTELLA MORALES, el transporte especializado que requiere para asistir y regresar a las citas o terapias que hagan parte de su tratamiento integral, durante el tiempo que sea necesario.
Vl. Decisión
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:
Primero: CONFIRMAR el fallo proferido el 24 de noviembre de 2015 por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la localidad, en la presente acción de tutela, MODIFICÁNDOLO para ordenar a la EPS ASMET SALUD que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de esta providencia, autorice y cubra, a SAHAMANTA ESTELLA MORALES, el transporte especializado que requiere para asistir y regresar a las citas o terapias que hagan parte de su tratamiento integral, durante el tiempo que sea necesario.

Segundo: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992).
Tercero: Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese y notifíquese
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
�Sentencia T-197 de 2003, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia T-076 de 2015,


� Íd.


� Íd. “En esa medida, se estableció que las EPS y EPS-S debían cubrir los gastos de desplazamientos generados por la remisión de un usuario a un lugar distinto de su residencia en cualquiera de los siguientes eventos: (i) cuando se certifica debidamente la urgencia en la atención y (ii) entre instituciones prestadoras de servicios de salud dentro del territorio nacional, en los eventos en que, por falta de disponibilidad, no se pueda brindar la atención requerida por el paciente en su lugar de residencia.





De igual forma, es procedente el traslado de pacientes cuando su precario estado de salud lo amerite, es decir, cuando el concepto del médico tratante sea favorable para ello. La movilización del paciente de atención domiciliaria, también se permite si el médico lo prescribe.  El traslado de los pacientes ambulatorios, se cubre siempre que se necesite de un tratamiento incluido en el POS y no esté disponible en el lugar de residencia del afiliado, ese cargo será cubierto con la prima adicional para zona especial por dispersión geográfica. También se brinda el transporte cuando el usuario debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios a través de urgencias o consulta médica y odontológica no especializada”.





� Íb.
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